STJSL-S.J. – S.D. Nº 160/17.-

--En la Ciudad de San Luis, a veinte días del mes de diciembre de dos mil diecisiete, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, MARTHA RAQUEL CORVALÁN y CARLOS ALBERTO COBO, Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “INCIDENTE DE CASACIÓN “MORÁN, MARTÍN (IMP.) – AGÜERO, DEOLINDA (DAM.) – AV. ABUSO SEXUAL” – IURIX PEX INC N° 130663/3.-

Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN.-

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación interpuesto por la defensa del condenado Morán, Pedro Martín?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 428 del C.P. Crim.?

III) En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: 1) Que a fs. sub 1 y vta., en fecha 30/10/2014, la Defensora de Cámara de la Primera Circunscripción Judicial, interpuso recurso de casación en contra de la sentencia dictada por la Cámara del Crimen Nº 1 de la Primera Circunscripción Judicial, firmada digitalmente en fecha 27/10/2014, mediante la que se condenó a Martín Pedro Morán a la pena de diez (10) años de prisión (accesorias legales y costas procesales), por encontrarlo penalmente responsable del delito de “abuso sexual con acceso carnal”, agravado por la relación de convivencia preexistente con la víctima, en perjuicio de la menor Mariana Agüero, en los términos del art. 119, 3° párrafo, agravado por las circunstancias del párrafo 4° inc. f) del Código Penal. 
2) Que de acuerdo al orden de los cuestionamientos del epígrafe, corresponde tratar en primer lugar, la procedencia formal del recurso intentado, con el objeto de determinar si se ha dado cumplimiento a los requisitos exigidos por la ley procesal vigente, en punto a la admisibilidad del recurso.

En relación a ello, y del estudio de las constancias de la causa surge, que el medio recursivo intentado ha sido interpuesto y fundado en término (art. 430 del C.P. Crim), encontrándose exento el recurrente del depósito, conforme lo prescripto por el art. 431 del C.P. Crim.

Asimismo se observa, que se ataca una sentencia definitiva, dictada por la Cámara del Crimen en una causa penal, con lo que se da cumplimiento a lo previsto en el art. 426 del C.P. Crim., y me lleva a concluir en la admisibilidad formal del recurso incoado.

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.
A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: 1) Que tal como fue reseñado en el punto 1) de la cuestión anterior, resulta que el recurso se interpuso contra la sentencia definitiva dictada por la Cámara del Crimen Nº 1 de la Primera Circunscripción Judicial, que concluyó declarando a Martín Pedro Morán, autor penalmente responsable del delito de “abuso sexual con acceso carnal”, agravado por la relación de convivencia preexistente con la víctima, en perjuicio de la menor Mariana Agüero, en los términos del art. 119, 3° párrafo, agravado por las circunstancias del párrafo 4° inc. f) del Código Penal.
2) En los fundamentos casatorios –fs. sub 3/sub 7 vta.-, el recurrente, luego de exponer la procedencia formal del recurso, y de hacer una breve relación de los antecedentes de la causa, dijo que el Tribunal ha fundado su sentencia en la declaración de Mariana Agüero, otorgándole fuerza conviccional y probatoria plena, para formar la certeza condenatoria, considerando a las manifestaciones de la niña, como una “firme imputación”, un “testimonio certero y preciso, conforme a las circunstancias, y su conformación anímica posterior al hecho”, las que “constituyen indicios que no pueden ser soslayados en la apreciación del cuadro probatorio”. Comillas del recurrente.
En contrapunto crítico dijo, que el relato de Mariana Agüero, en sus tres versiones, no reúne las condiciones apuntadas por la Cámara.

Apuntó, que en la Cámara Gesell de fs. 261/262, Mariana Agüero no relató una situación de abuso, como la descripta a fs. 1 y vta., por la denunciante Deolinda Agüero, quien refirió que denunciaba por dichos de su hermana Mariana.
Que de la audiencia en debate oral dispuesta por la Cámara, en virtud de las facultades del art. 317 C.P. Crim., Mariana sólo formuló una imputación genérica respecto de dos de los imputados, sin precisar circunstancias de tiempo, modo y lugar.
Expresó que la declaración de Mariana Agüero ha tenido oscilaciones en el tiempo; que cuando se inició la causa en septiembre de 2012, se acusó un hecho de abuso sexual de notoria violencia, que se atribuyó a tres personas, para luego nada decir de ello en Cámara Gesell, y finalmente, en el debate, declarar de forma directa en forma vaga e imprecisa contra dos de los imputados.
Al respecto, valoró que las referidas variaciones son un dato cierto y objetivo, que impiden valorar la declaración de Mariana Agüero como un “testimonio certero y preciso”, o como una “firme imputación”, tal como lo ha sostenido el Tribunal. Que tal extremo no puede ser omitido en la valoración del Tribunal, al momento de apreciar la prueba derivada del relato de Mariana.
Destacó que al momento de la declaración en debate oral, Mariana Agüero tenía 16 años de edad y se encontraba viviendo con el novio, lo que es un indicador de un grado de madurez que le permitía brindar detalles circunstanciados en torno al hecho, según estimó.
Dijo que no es un detalle menor, que al momento del debate Mariana haya imputado abuso sexual con acceso carnal hacia otro de los hermanos (Morán), sin embargo el tribunal no le otorgó verosimilitud. 
Al respecto se preguntó retóricamente: ¿si el relato de Mariana Agüero en una de sus partes carece de verosimilitud, por qué mantiene veracidad en otra de sus partes? Y mentó el adagio latino mendax in uno, mendax in totum, y lo reclamó como de forzosa aplicación, a efectos de hacer una valoración judicial imparcial del relato.
De otra parte dijo, que salvo el relato de Mariana Agüero, no existen otros elementos que permitan sostener la imputación de Martín Morán. Y aclaró que el informe médico del Dr. Oro, sólo puede dar cuenta, atento a la edad de Mariana, 13 años en ese momento, de la materialidad del hecho, más no de la autoría del mismo.

También criticó el fallo, por carecer de determinación precisa de los hechos, en cuanto a sus circunstancias de tiempo, modo y lugar de comisión, lo que resulta indispensable si se atribuye reiteración delictiva, según expresó.
Asimismo objetó, que no hayan sido valoradas por el Tribunal todas las conclusiones de la prueba pericial psicológica de fs. 132/135 vta., de la que destacó que no se derivan indicadores que permitan sostener desviaciones de índole sexual, ni de impulsividad o agresividad.
Dijo, que hay una serie de elementos que impiden arribar a un juicio de certeza, sobre la existencia del hecho y la participación del imputado, por lo que debe primar el estado de inocencia, art. 18 de la CN.
Los referidos elementos serían: la inconsistencia de la declaración de Mariana Agüero; la falacia de Agüero sobre los otros dos imputados absueltos; la falta de determinación mínima de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en el relato y en la sentencia; la falta de valoración del perfil psicológico de Morán, incompatible con los hechos investigados, y, finalmente, la omisión de valorar la conducta procesal del imputado, quien siempre ha estado a derecho, cada vez que la justicia lo ha convocado.
Subsidiariamente solicitó, se revise la mensuración de la pena impuesta a Morán, porque –según dijo- se advierte que no se dan razones jurídicas suficientes para fundar una pena de 10 años de prisión, es decir una pena que supera en cuatro años, el mínimo legal de 6 años.
Agregó que los informes de cámara gesell no revelan “un daño importante” en el “desarrollo personal”, tal como el tribunal expresó como circunstancia agravante; máxime cuando de la audiencia en debate oral, se pudo conocer que Mariana Agüero vivía con el novio y había terminado su escolaridad.
Frente al otro fundamento,para elevar la pena dentro de la escala del delito, que tuvo en cuenta “el autoacometimiento contra su integridad física (de la víctima), con cortes de venas de sus brazos, que denotan un estado de angustia y desesperación ante los agravios sexuales que periódicamente la sometía el hoy condenado”, respondió que tal circunstancia no fue invocada por la acusación y que del testimonio de Analía Claudia López surgiría, que los motivos de los presuntos acometimientos han sido los problemas que la niña tuvo en el colegio con los compañeros, quienes habrían llevado adelante conductas propias de bullying contra Mariana en la escuela, y que fueron posteriores al hecho.
Finalmente solicitó se case la sentencia recurrida, disponiendo la absolución del condenado; subsidiariamente peticionó se reduzca la condena. 
Hizo reserva de recurso extraordinario federal.
3) Que a fs. sub 11/sub 12 el 25/10/2016, el Procurador General emitió dictamen en el que manifestó, que el recurso debe ser rechazado, toda vez que no hay argumentos que hagan viable el remedio intentado.

En lo esencial manifestó su desacuerdo, con respecto a la afirmación de que el testimonio de la menor haya sufrido mutaciones a lo largo del proceso.
Agregó que para valorar el testimonio de la menor, se deben tener en cuenta las circunstancia personales, que permiten calificarla como vulnerable, debido a sus condiciones sociales y al alto grado de estrés que significó su intervención en el debate oral. Y continuó manifestando que estos extremos, han sido ponderados por los Jueces y valorados conforme a las reglas de la sana crítica racional.
Señaló que la inmediatez en la recepción de la testimonial, cobra un valor inigualable para obtener la verdad real y llegar al grado de certeza necesario, para establecer la responsabilidad del imputado.

También se refirió al influjo de la madre sobre la menor, pues aquella fue reacia a creer en las conductas disvaliosas de su concubino, que puede haber influido en el relato de los hechos. Relacionado con ello apuntó, que “(q)ueda flotando la idea que la provisión de cosas materiales descarta de plano un ataque sexual por parte del concubino”
Hizo alusión a la precariedad económica (de la víctima y su entorno social) y la simpleza de su razonamiento, propio de una persona rústica, todas estas cuestiones fueron ponderadas correctamente por los camaristas, según afirmó.
De otra parte, se refirió a la descalificación del testimonio de Mariana Agüero, respecto de los otros dos imputados. La apreció inválida, pues ambos fueron absueltos por el beneficio de la duda, lo que es distinto a sostener que la declarante haya mentido al respecto.

Respecto a la falta de determinación de modo, tiempo y lugar en la testimonial de Mariana Agüero –según crítica hecha por la defensa- , consideró que ese ataque no es atendible, porque por las características del delito los magistrados no deben “…exigir precisiones tales como el momento y las circunstancias exactas de cada hecho de abuso sexual padecido, así como tampoco el número exacto de hechos, tal como sucede con otros figuras delictivas, salvo en casos particulares de niñas mayores o adolescentes y en hechos únicos y recientes…”
Agregó, que: “(e)l estudio de la jurisprudencia indica que la tendencia predominante en las recientes decisiones judiciales, se ajusta crecientemente a esta necesidad de no exigir la identificación de precisiones excesivas en estos casos crónicos y/o ocurridos hace un tiempo considerable, tal como lo indican los estudios científicos…”
4) Que a fs. sub 20/sub 21, contestó traslado la Fiscal de Cámara, quien con base en los argumentos dados por el Procurador General, consideró que la sentencia se ajusta a derecho, es producto de la sana crítica racional, por lo que debe rechazarse el recurso y confirmarse el resolutorio en crisis.
5) Para abordar la cuestión fondal planteada, creo conveniente, previamente, puntualizar algunas precisiones conceptuales relativas al medio de impugnación articulado, y, antes de ello, hacer una aclaración sobre las dos vías casatorias pretendidas, reglada y no reglada, tal como se lee en el escrito de interposición del recurso (foja sub 1 y vta., de fecha 30/10/2014).
En primer término, según la exposición recursiva, no puede darse tratamiento a la vía casatoria, por las causales regladas contenidas en el ordenamiento adjetivo criminal, tal como lo prevé el art. 428 incs. a) y b), porque no se ha dado cumplimiento a lo establecido en el art. 432 del mismo ordenamiento procesal, que requiere que en el escrito de fundamentación se exprese claramente, cuál de las dos causales regladas del art. 428 del C.P. Crim. (mala aplicación de la ley o falta de aplicación de ésta, según el inc. a) o interpretación errónea, según el inc. b), habilitaría la casación, lo que no se ha precisado).
Sin embargo, deberá atenderse la causal de arbitrariedad invocada, en atención a la doctrina jurisprudencial emanada de la Corte Suprema, que ha ampliado el ámbito de conocimiento casatorio, como un medio –quizá imperfecto- de asegurar el derecho al doble conforme.
Clásicamente el recurso de casación, fue definido como el medio de impugnación por el cual, por motivos de derecho específicamente previstos en la ley, una parte postula la revisión de los errores jurídicos atribuidos a la sentencia de mérito que la perjudica, reclamando la correcta aplicación de la ley sustantiva, o la anulación de la sentencia y una nueva decisión, con o sin reenvío a un nuevo juicio (Tratado de los Recursos, Tomo III, Recurso de Casación Penal, por Jimena Jatip, págs. 39/82. Ed. Rubinzal Culzoni).

Calamandrei, en su obra Estudio sobre el Proceso Civil, Ed. Bibliográfica Argentina, B.A. 1961, afirma que: "el recurso de casación es una acción de impugnación que se propone ante el órgano jurisdiccional supremo para obtener la anulación de una sentencia de un juez inferior que contenga un error de derecho en la decisión de mérito".
Las antedichas precisiones conceptuales, ahora deben complementarse con el contenido de los fallos de la CSJN, referenciados en la cuestión anterior, que redefinen el alcance del recurso a partir concretamente, del fallo “Casal, Matías Eugenio”, del 29/9/2005, según el cual, después de la reforma constitucional de 1994 (Cfr. art. 75 inc. 22) y teniendo en cuenta la jurisprudencia internacional (en particular “HERRERA ULLOA”, 1994, de La Corte Interamericana de Derechos Humanos), todo condenado tiene derecho a recurrir la sentencia para que un tribunal superior revise íntegramente los fundamentos del fallo, incluidos los que hacen a la prueba del hecho con el único límite de los que están íntimamente ligados a la inmediación real.

La Corte remarcó, que la norma procesal que regula el recurso en cuestión (art. 456 en la Nación, correlativo de los arts. 428/429 de la ley adjetiva penal provincial), había sido interpretada restrictivamente –lo que traía aparejada inconstitucionalidad-, pero, no la declaró tal en sí misma, sino que estableció cuál era el criterio correcto, con el que debe ser interpretada.

6) Ahora bien, del examen integral del escrito recursivo se advierte, que a pesar del intento del recurrente de objetivar la crítica de la pieza cuestionada, en realidad dicho embate está inescindiblemente vinculado a las apreciaciones, que en el debate oral tuvieron los jueces de las testimoniales habidas, con lo que se reduce la materia propuesta a casación, pues sabido es que con respecto a las declaraciones de los testigos en el debate oral, rige el principio de la inmediatez, y en modo alguno se podrá verificar, qué impresión ha causado en el ánimo de los jueces que han presenciado y escuchado las declaraciones, por cuanto se trata de una percepción propia relativa a lo acontecido en el debate oral, salvo absurdo o manifiesta incongruencia. Así lo ha sostenido la doctrina y reiterada jurisprudencia:  

“La apreciación de la prueba testimonial es, en principio, materia reservada al juez que ha tomado directo contacto con el material probatorio y ajena, salvo absurdo, al recurso de casación penal.” (Ibarra, Luis Ariel s. Homicidio simple /// Tribunal de Casación Penal Sala I, La Plata, Buenos Aires; 24-08-2000; Rubinzal Online; RC J 1027/04, en http://www.rubinzal.com.ar/jurisprudencia/buscador). 

“El valor de las pruebas no está prefijado y su asignación resulta facultad excluyente del tribunal de mérito, muy especialmente, en el caso de prueba testimonial, donde existe una inmediata relación entre el órgano de prueba y el decisor, constituyendo la fuerza convictiva del testimonio materia ajena a la inspección casatoria.” (Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, Sala III, 22/04/2004, "Y.A. s/ Recurso de casación", c. 5839, jueces: MAHIQUES (SD), Borinsky, Domínguez. www.scba.gov.ar). 

“La apreciación de la prueba testimonial para determinar el grado de credibilidad de los testigos es materia reservada a los jueces que han tomado directo contacto con el material probatorio, y ajena, salvo absurdo, al recurso de casación penal, no siendo posible por la vía casatoria invalidar las impresiones personales producidas en el ánimo del juzgador al observar la declaración de los testigos, salvo que se demuestre su contradicción con las reglas de la lógica, el sentido común, el conocimiento científico o con las que rigen el entendimiento humano.” (Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, Sala I, 30/06/2005, "D.F. s/ Recurso de casación", c. 14578, jueces: PIOMBO (SD), Sal Llargués, Natiello. www.scba.gov.ar).
En el presente, la recurrente ha reiterado las defensas opuestas oportunamente en la audiencia oral, -que incluso han tenido respuesta en la sentencia-, y no ha demostrado con ello, un notorio apartamiento de las reglas de la sana crítica y de la lógica, por lo que en virtud de lo dicho anteriormente, el material probatorio testimonial resulta ajeno a la casación. 

De otra parte, la sentencia luce suficientemente fundada, lo que se aprecia especialmente a partir del desarrollo del punto g) de la segunda cuestión, foja 437 y ss. del expediente principal (PEX  N° 130663/12).
6.1) Allí principia el votante, exponiendo cuáles son los criterios de valoración de las pruebas relativas a la acreditación de los delitos contra la integridad sexual, y fundamenta el por qué de la mayor amplitud en la consideración de éstos, en los siguientes términos: “…respecto a los delitos que ofenden la integridad sexual, los Tribunales suelen tener un criterio más amplio en la valoración de las pruebas sopesando hasta los más mínimos indicios para que no queden impunes, dado que por lo general estos delitos se cometen fuera del alcance de la vista de terceros. Es por ello que en estos casos las reglas de apreciación de las pruebas debe(n) admitir cierta flexibilidad. Por ello se los llama delitos de sombra…”
Y a continuación, con mayor especificación aún, dijo que: “…estos delitos se desarrollan en ámbitos privados o aislados que resultan proclives a la consumación, y es por ello que en la reconstrucción de los hechos ha de apelarse a todo rastro o vestigio del injusto a efectos de dilucidar la verdad real, pues de lo contrario, la ausencia de testigos, dejarían a estas conductas impuntes…”
Luego el magistrado dio cuenta, que Mariana compareció a la audiencia oral, peticionando ser escuchada por el Tribunal según lo manifestado a la Defensora de Menores y según lo dicho por la titular, a la sazón de Fiscalía de Cámara, por lo que el Tribunal cumplió con la obligación de escucharla, según valoración del camarista.
En este marco, el magistrado reconoció que si bien fueron escasos los dichos de la menor en Cámara Gesell, en la audiencia el testimonio fue contundente en lo medular, donde con fuerte contenido emocional (advertido tanto por los padres, cuanto por el Tribunal, aclaró) mencionó que fue abusada sexualmente en reiteradas ocasiones desde los 8 años de edad por su padrastro, Martín Morán.
Y respondió a la objeción de la defensora que pretende contraponer la alegada discordancia, entre una y otra declaración de la misma deponente, al decir que: “(d)ebe coincidirse con la Defensa que en su declaración ante el Tribunal Mariana “respondió abiertamente” lo que da valor a sus dichos. Que en Cámara Gesell se “cerró”, como dice la Defensa, y ello no menoscaba de manera alguna su claro testimonio en la Audiencia, habiendo tal vez encontrado aquí el clima adecuado de confianza más cuanto que su comparecencia fue admitida a su pedido por intermedio de la Sra. Defensora de Menores.” Subrayado del magistrado que votó en primer término.
Es razonable la respuesta (anticipada), dada por el Tribunal ante la crítica de la defensa, por lo que el ataque en el punto no puede prosperar.
Asimismo el Tribunal expresó correctamente la concordancia y coherencia entre el testimonio de la menor, Mariana Agüero, y el resto de las testimoniales. 
En tal sentido, se dijo: “(l)a calidad del testimonio de la niña se ve reforzado por los dichos de su hermana Deolinda quien manifiesta en la Audiencia que desde los 8 años a Mariana mi padrastro la violó en el campo”.
También valoró de modo semejante, el testimonio de su ex novio, en estos términos: “(t)ambién su jovencito ex novio Nahuel Facundo Leyes quien declaró en presencia de su progenitora, relata …me contó que su papá abusaba de ella… Que no quería decir cómo fue el abuso, solo nombró al padrastro. Que pocas veces habló lo del abuso, lloraba mucho, que eso pasaba cuando la madre se iba y quedaban solos y él la abusaba…”.
Adunó a las anteriores consideraciones de las testimoniales la de Ana Claudia López, quien alojó en su casa a Mariana después de la denuncia. El magistrado ponderó que: “…Mariana le dijo que le contó a la madre pero no le creía que el padrastro abusaba de ella… que fue violada, manoseada a los ocho años… Que Martín el padrastro la violaba y manoseaba. Que le dijo que desde los ocho años la abusaba, que era cuando estaban en el campo…”
El magistrado también destacó los dichos de la compañera de Mariana, Juliana Analía Ortiz, en cuanto a que en su casa Deolinda y Mariana hablaban del abuso.
Vinculado con las testimoniales apreciadas por el tribunal, se hizo confluir valorativamente el informe del Dr. Oro de foja 76, debidamente ratificado, el que fue realizado luego del examen a la menor, que al tiempo de ser evaluada por el profesional, contaba con tan solo 13 años de edad. De dicho informe, la sentencia destaca que: “…la niña presentaba «vulva con características adultas» e «…himen con desfloración antigua…»
Ahora bien, la recurrente en relación al informe del Dr. Oro, afirma que éste sólo puede dar cuenta, atento a la edad de Mariana, 13 años en ese momento, de la materialidad del hecho, más no de la autoría del mismo.

Razonar así, es hacer un análisis reduccionista de la argumentación de la sentencia, que en ningún momento invoca solo y aislado el informe del Dr. Oro para atribuir autoría, sino que dicho informe fue valorado conjuntamente con otras pruebas, vgr. testimoniales, que en su conjunto, complementariedad y coherencia, han permitido formar la convicción de los juzgadores en orden a acreditar, tanto la materialidad cuanto la autoría del delito.
Ello puede observarse cuando la sentencia, luego de mentar el informe, afirma que: “…lo constatado por el profesional con (v)asta experiencia en la especialidad, es compatible con la serie de episodios abusivos que relató Mariana ante el Tribunal ocurridos desde que tenía 8 años de edad”.
También la pieza cuestionada, da cuenta de la respuesta dada a los embates de la Defensa contra el informe psicológico realizado por la Coordinadora Provincial de Cámara Gesell, Lic. María Gladys Samper, de fs. 261/263 vta del PEX Nº 130663/12
En dicho informe, se aprecia que en Mariana Agüero hay signos compatibles con vivencias de abuso sexual, en cuanto a los tres criterios de validación comprobados por la autora Susan Sgroi.
Así en cuanto al “contenido del relato” “…la joven expresa: “él empezó a manosearme… Martín, llegó a hacérmelo… el amor…”. Más adelante en referencia a la ocurrencia de más de un episodio dijo: “…fue desde los ocho años hasta hace poco, hasta los trece años…”
La profesional, también da cuenta de episodios diferentes, al hacer referencia a que la menor comentó, que no solo la manoseaba, sino que también le hacía el amor.
El informe también aprecia el clima emocional de la víctima, haciendo referencia al tono de voz y a la forma elusiva de expresarse al momento de referirse a los episodios de abuso, todo compatible con la situación de abuso.
Desde otro ángulo, la sentencia ponderó la declaración del acusado Martín Morán, quien atribuyó la denuncia a una situación de rencor de Deolinda que habría aconsejado a Mariana. En concreto, el magistrado citó la frase “…rencor porque nunca me quiso antes de que me juntara con mi señora…”
Al respecto expresó su convicción sobre qué: “…(t)al débil explicación de manera alguna afecta ni debilita a la sólida prueba de cargo producida a lo largo del proceso en contra del ahora condenado Martín Morán…”
Finalmente el magistrado, se refirió al informe psicológico de Martín Pedro Morán de fs. 132/135 vta., del que destacó, que el otrora acusado: “…cuenta con capacidad para comprender el alcance de sus actos, valorarlos y orientar su conducta voluntariamente…”
De la exposición argumental y tal como han sido valoradas las pruebas relacionadas, -sin perjuicio de lo dicho sobre las pruebas testimoniales y la inmediatez de apreciación de las mismas- no podemos sino concluir, que la sentencia cuenta con sólidos fundamentos probatorios que permiten afirmar la existencia del delito contra la integridad sexual, e identificar a su autor en la persona de quien fuera acusado, y hoy es condenado; máxime cuando no es exigible, conforme pronunciamientos de la Corte -a los que más adelante aludiré, al momento de abordar el planteo subsidiario-, que se ponderen, para fundar la sentencia, todas las constancias de la causa, sino las que se estimen conducentes para la correcta solución del litigio.
Ello sin perjuicio de que la valoración se ha hecho teniendo en cuenta la naturaleza del delito, y la especial dificultad que los mismos presentan en lo que respecta a la prueba, por lo que los criterios de apreciación son guiados por una ratio distinta a otros delitos.

En consecuencia, presenta singular relevancia la conclusión a la que arriba el fallo sobre el material probatorio, en cuanto dijo que:  “…el plexo probatorio, que se construye conjugando la prueba testimonial, informativa médica, de trabajo social y de pericia psicológica, tienen como resultado, que fluye sólido y concreto, el de determinar que los hechos motivos de la acusación, en perjuicio de Mariana Agüero tal como han sido descriptos supra, han sido acreditados, así como que Martín Pedro Morán traído aquí a juicio es su autor”.
6.2) En relación al planteo subsidiario, sobre el quantum de la pena impuesta, debemos reparar en que la calificación del delito por el que se encontró culpable al encartado, corresponde a la contenida en el artículo art. 119, 3° párrafo, agravado por las circunstancias del párrafo 4° inc. f) del Código Penal, que prevé un rango de punición de 8 (ocho) a 20 (veinte) años, por lo que la primera puntualización consiste en advertir, que la pena impuesta tiene como mínimo legal, teniendo en cuenta el agravante del inciso f), ocho (8) años de prisión, por lo que el argumento de la Defensa que la pena de 10 años aplicada al condenado, “…es una pena que supera en cuatro años el mínimo legal de seis…”, se desvanece por inexacto.
La pena impuesta, graduada dentro de la escala, teniendo en cuenta los daños y sufrimientos padecidos por la víctima, no luce infundada, toda vez que hace referencia al informe psicológico, en el cual se puede leer que: “…(e)n cuanto al área psicoafectiva, se podría inferir que la adolescente se encuentra muy angustiada y con importantes sentimientos de temor…” Que “…presenta sentimientos de vulnerabilidad y de tristeza. Esto se aprecia en las pruebas gráficas, debido a que en ellas se visualizan indicadores emocionales de falta de sostén familiar, de desánimo y congoja…” Que “…la menor se identifica con personajes que se sienten amenazados por el entorno, del que intenta de manera poco eficaz escaparse…” Que “…se encuentra centrada en su problemática, con algunos inconvenientes para comunicarse y con sentimientos de culpa, lo que la lleva a presentar algunas dificultades para concentrarse, tendiendo a refugiarse en el mundo de la fantasía…” Con respecto a la figura paterna “…se observa que lo percibe ausente y siendo las figuras sustitutivas vistas como agresivas e impulsivas…”
Por eso, la licenciada que suscribió el informe recomendó de manera urgente, tratamiento psicológico.

También el fallo tuvo en cuenta el “auto acometimiento” de la víctima contra su integridad física, circunstancia que no se puede desligar tan livianamente del delito padecido, y atribuir a una circunstancia escolar de bullying, como pretende la defensa. Eso implicaría desconocer las profundas consecuencias que producen en los niños los delitos de integridad sexual, en los que causan impresiones que afectan su personalidad, y que repercute en todo su ámbito vital.
Complementariamente, como adelantamos, debemos tener en cuenta que la CSJN ha dicho, que los jueces no están obligados a ponderar una a una y exhaustivamente todas las constancias de la causa, sino sólo aquellas que estimen conducentes para fundar sus conclusiones y para la correcta solución del litigio (Fallos 311:571); y por otro lado la facultad discrecional que asiste a los jueces, que tienen la función de ponderar la gravedad dentro de una escala típica, “…en este tópico la ley penal argentina concede una amplia discrecionalidad a los jueces para determinar la o las penas en cada caso. Dicha facultad es propia de los jueces de la causa” (Fallos, 237:190; 255:253; 264:414; 303:449; 305:494; 306:1669; 315:807 y 1699; 325:2520, entre otros) Citado por Gustavo Eduardo Aboso, en Código Penal de la República Argentina, Comentado, Concordado con Jurisprudencia, 2ª Edición actualizada, Ed. B de F, 2014, Com. Art. 41, págs. 137/146.

De la lectura de los fundamentos de la sentencia, no se aprecia la alegada falta de fundación y deficiente argumentación, a la hora de considerar los elementos que llevaron a la determinación del quantum de la pena; antes bien se han consignado suficientemente los elementos tenidos en cuenta por los juzgadores, para concluir en la pena establecida.

Con los argumentos expuestos, tengo por suficientemente considerados los elementos de determinación de pena y fundada la imposición de ésta, consecuentemente descarto que el acto jurisdiccional criticado, carezca de fundamentos y tenga argumentación deficiente que haya vulnerado las garantías constitucionales de defensa en juicio y/o debido proceso legal. 

6.3) En consecuencia, el fallo bajo análisis se encuentra apoyado en una pluralidad de elementos de convicción, lógicamente enumerados y concatenados, y ajustadamente valorados, que permite arribar a la certeza de la existencia del delito y de la autoría del mismo, y se han considerado con suficiencia, las circunstancias que llevaron a establecer la pena a que fue condenado el encartado, lo que impide la descalificación del acto jurisdiccional.

Por lo tanto, el examen casatorio propuesto, resulta satisfactorio para la sentencia recurrida, y por ello en modo alguno, puede invalidarse, sino por el contrario corresponde su confirmación.

Por ello, VOTO a la SEGUNDA y TERCERA cuestión por la NEGATIVA.

Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta SEGUNDA Y TERCERA CUESTIÓN.
A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Que atento como han sido votadas las cuestiones anteriores, corresponde rechazar el recurso de casación interpuesto. ASÍ LO VOTO.-

Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.
A LA QUINTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Sin costas por haber sido interpuesto por el Ministerio Público. ASÍ LO VOTO.-

Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:
San Luis, veinte de diciembre de dos mil diecisiete.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación interpuesto.
II) Sin costas.
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.- 

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. LILIA ANA NOVILLO, MARTHA RAQUEL CORVALÁN  y CARLOS ALBERTO COBO, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.-
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